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SÍNTESIS DEL AMPARO EN REVISIÓN 581/2012 

 

ANTECEDENTES: En 2012, una pareja del mismo sexo solicitó contraer matrimonio ante el 

Registro Civil del Estado de Oaxaca. La petición fue negada porque se consideró que había 

una imposibilidad legal para celebrarlo, ya que el artículo 143 del Código Civil del Estado 

establecía que: "el matrimonio es un contrato civil celebrado entre un solo hombre y una sola 

mujer que se unen para perpetuar la especie y proporcionarse ayuda mutua en la vida". Ante la 

negativa, la pareja promovió un juicio de amparo por considerar que fue discriminada por su 

preferencia sexual. El juez de distrito resolvió que la norma impugnada transgredía los principios 

de igualdad y no discriminación, protegidos por los artículos 1o. y 4o. constitucionales, ya que 

la preferencia sexual no constituye una razón válida para hacer un trato diferenciado, por lo que 

esta diferencia es ilegítima. Por ello, el juez ordenó que se inaplicara la ley en este caso y se 

expidiera un nuevo oficio que permitiera contraer matrimonio a la pareja. Ante esta 

determinación, los poderes Ejecutivo y Legislativo promovieron recursos de revisión. A solicitud 

de la pareja, el caso fue atraído por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (esta Corte) por 

la importancia y trascendencia del tema involucrado. 

 

CUESTIÓN A RESOLVER: Determinar si es constitucional la distinción que hace una norma 

que prevé que el matrimonio es la unión entre un solo hombre y una sola mujer que se unen 

para perpetuar la especie y proporcionarse ayuda mutua en la vida, excluyendo así a las parejas 

del mismo sexo, así como establecer cómo se repara la discriminación normativa en este caso. 

 

RESOLUCIÓN DEL CASO: Se concedió el amparo, esencialmente, por las siguientes razones. 

La ley impugnada constituye una medida legislativa discriminatoria, toda vez que hace una 

distinción con base en la preferencia sexual de las personas que se traduce en la exclusión 

arbitraria de las parejas homosexuales del acceso a la institución matrimonial. Esta Corte ha 

sostenido que cuando una distinción legal se apoya en una “categoría sospechosa” debe 

realizarse un escrutinio estricto para examinar su constitucionalidad a la luz del principio de 

igualdad. En este sentido, una distinción se basa en una categoría sospechosa cuando utiliza 

alguno de los criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1º constitucional, dentro de 

los que se encuentran las preferencias sexuales. La utilización de estas categorías debe 



 

II 

examinarse con mayor rigor precisamente porque sobre ellas pesa la sospecha de ser 

inconstitucionales. El precepto impugnado distingue implícitamente entre las parejas de distinto 

sexo y las parejas del mismo sexo y efectivamente hace una distinción apoyada en esa 

categoría sospechosa. Atendiendo al test de igualdad para poder clarificar las diferencias que 

existen entre un escrutinio ordinario y el que debe aplicarse a las distinciones legislativas que 

se apoyan en una categoría sospechosa, en estos casos, lo primero que debe determinarse es 

si la distinción realizada en la norma impugnada persigue una finalidad constitucionalmente 

imperiosa que, en el caso, es la protección de la familia. Sin embargo, esta Corte estima que la 

distinción no está directamente conectada con el mandato constitucional de protección de la 

familia. Así, la medida es claramente discriminatoria porque las relaciones que entablan las 

parejas homosexuales pueden adecuarse perfectamente a los fundamentos actuales de la 

institución matrimonial y más ampliamente a los de la familia. 

 

VOTACIÓN: La Primera Sala resolvió el presente asunto por unanimidad de cuatro votos de la 

ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas y los ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 

José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. El ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena estuvo ausente. 

 

Los votos formulados pueden consultarse en el siguiente enlace: 

https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=1439
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 EXTRACTO DEL AMPARO DIRECTO 581/2012 

p.1  Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (esta 

Corte), en sesión de 5 de diciembre 2012, emite la siguiente sentencia. 

 ANTECEDENTES 

p.1-2 En 2012, una pareja del mismo sexo solicitó contraer matrimonio ante el Registro Civil del 

Estado de Oaxaca. La petición fue negada porque se consideró que había una 

imposibilidad legal para celebrarlo, ya que el artículo 143 del Código Civil del Estado 

establecía que: "el matrimonio es un contrato civil celebrado entre un solo hombre y una 

sola mujer que se unen para perpetuar la especie y proporcionarse ayuda mutua en la 

vida". 

p.2 Ante la negativa, la pareja promovió un juicio de amparo por considerar que fue 

discriminada por su preferencia sexual. 

p.2-3 El juez de distrito resolvió que la norma impugnada transgredía los principios de igualdad 

y no discriminación, protegidos por los artículos 1o. y 4o. constitucionales, ya que la 

preferencia sexual no constituye una razón válida para hacer un trato diferenciado, por lo 

que esta diferencia es ilegítima. Por ello, el juez ordenó que se inaplicara la ley en este 

caso y se expidiera un nuevo oficio que permitiera contraer matrimonio a la pareja. 

p.3 Ante esta determinación, los poderes Ejecutivo y Legislativo promovieron recursos de 

revisión. 

p.3-4 A solicitud de la pareja, el caso fue atraído por esta Corte por la importancia y 

trascendencia del tema involucrado. 

 ESTUDIO DE FONDO  

 I. Los matrimonios entre personas del mismo sexo como problema constitucional 

p.26 En el derecho comparado, pueden identificarse dos formas de aproximarse al tema de 

los matrimonios entre personas del mismo sexo en sede constitucional. En aquellos casos 

donde se ha impugnado la legislación que amplía el acceso al matrimonio a las parejas 
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homosexuales, el problema que se plantea es si dicha regulación es legítima desde el 

punto de vista constitucional. 

p.27 Por otro lado, en otras ocasiones la impugnación se ha enderezado en contra de las 

normas que no permiten el acceso al matrimonio a las personas del mismo sexo. En estos 

casos el problema se ha analizado centralmente en clave de igualdad. La cuestión 

consiste en determinar si esa regulación es discriminatoria por no permitir el acceso a la 

institución matrimonial a las parejas homosexuales. 

 Al respecto, hay que destacar que la lógica en la que se plantean estos problemas es 

totalmente distinta. En el primer caso, se trata de determinar si el matrimonio entre 

personas del mismo sexo es posible o tiene cabida dentro de la Constitución. En cambio, 

en la segunda aproximación se trata de establecer si la Constitución exige que se permita 

el acceso al matrimonio a las parejas del mismo sexo. 

p.28 El problema que se plantea a esta Corte en el presente recurso de revisión debe 

analizarse desde la segunda de estas aproximaciones. La pareja argumentó en su 

demanda que el artículo 143 del Código Civil de Oaxaca (CCO) era discriminatorio por no 

permitir el acceso a la institución matrimonial de forma igualitaria tanto a parejas 

heterosexuales como a parejas homosexuales. Así, el presente asunto debe examinarse 

a la luz de los criterios desarrollados por esta Corte para enjuiciar los casos donde se 

alegan violaciones al principio constitucional de igualdad. 

 II. Los matrimonios entre personas del mismo sexo a la luz del principio de igualdad 

 Es infundado el argumento en el que se sostiene que los efectos son incongruentes 

porque no existe una norma aplicable para resolver la solicitud que hizo la pareja para 

contraer matrimonio. 

p.29 Al respecto, la Primera Sala de esta Corte sostuvo en el Amparo en Revisión 416/2010 

que cuando se reclame la inconstitucionalidad de una ley por exclusión tácita de una 

categoría de personas de un determinado régimen jurídico o beneficio, dicho argumento 

debe analizarse a la luz del principio de igualdad. 
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p.30 La ley impugnada constituye una medida legislativa discriminatoria, toda vez que hace 

una distinción con base en la preferencia sexual de las personas que se traduce en la 

exclusión arbitraria de las parejas homosexuales del acceso a la institución matrimonial. 

Para estar en posición de justificar esta afirmación, a continuación se examina la medida 

impugnada a la luz del principio de igualdad. 

 A. La intensidad del escrutinio 

 Un primer paso consiste en determinar la intensidad con la que tiene que hacerse el 

escrutinio de la distinción realizada por el legislador. Al respecto, esta Corte ha sostenido 

en múltiples precedentes que cuando la distinción impugnada se apoya en una “categoría 

sospechosa” debe realizarse un escrutinio estricto para examinar su constitucionalidad a 

la luz del principio de igualdad. 

p.30-31 En esos casos, se ha señalado que el Juez constitucional deberá someter la labor del 

legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el punto de vista del respeto a 

la garantía de igualdad. 

              p.31 En este sentido, una distinción se basa en una categoría sospechosa cuando utiliza 

alguno de los criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1º constitucional, dentro 

de los que se encuentran las preferencias sexuales. 

p.31-32 La utilización de estas categorías debe examinarse con mayor rigor precisamente porque 

sobre ellas pesa la sospecha de ser inconstitucionales. En estos casos, puede decirse 

que las leyes que las emplean para hacer alguna distinción se ven afectadas por una 

presunción de inconstitucionalidad. Con todo, la Constitución no prohíbe el uso de 

categorías sospechosas, lo que prohíbe es su utilización de forma injustificada. El 

escrutinio estricto de las distinciones basadas en categorías sospechosas garantiza que 

sólo serán constitucionales aquellas que tengan una justificación muy robusta. 

p.32 El precepto impugnado dispone lo siguiente: Artículo 143. El matrimonio es un contrato 

civil celebrado entre un solo hombre y una sola mujer, que se unen para perpetuar la 

especie y proporcionarse ayuda mutua en la vida. 
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p.32-33 La medida legislativa examinada distingue implícitamente entre las parejas de distinto 

sexo y las parejas del mismo sexo: a las primeras les está permitido el acceso al 

matrimonio, mientras las segundas no tienen esa posibilidad. Si bien podría argumentarse 

que el precepto no hace una distinción con base en las preferencias sexuales de las 

personas porque a nadie se le pide que manifieste su preferencia sexual para acceder al 

matrimonio, eso no es obstáculo para sostener que la norma impugnada efectivamente 

hace una distinción apoyada en esa categoría sospechosa. El hecho de que el acceso al 

poder normativo para contraer matrimonio no esté condicionado aparentemente a las 

preferencias sexuales no significa que no exista una distinción implícita apoyada en ese 

criterio. 

p.33 Para poder establecer si existe una distinción implícita no es suficiente saber quiénes 

tienen el poder normativo en cuestión, sino también qué les permite hacer a esas 

personas. En este sentido, aunque la norma conceda el poder normativo para casarse a 

cualquier persona, con independencia de su preferencia sexual, si ese poder únicamente 

puede ejercitarse para casarse con alguien del sexo opuesto, es indudable que la norma 

impugnada sí comporta en realidad una distinción basada en las preferencias sexuales. 

 Al respecto, puede sostenerse que este tipo de normas hacen una diferenciación implícita 

porque un homosexual únicamente puede acceder al mismo derecho que tiene un 

heterosexual si niega su orientación sexual, que es precisamente la característica que lo 

define como homosexual. Así, esta Corte considera que la medida impugnada se basa 

en una categoría sospechosa, toda vez que la distinción que traza para determinar 

quiénes pueden utilizar el poder normativo para crear un vínculo matrimonial se apoya en 

las preferencias sexuales de las personas. 

 B. El test de escrutinio estricto 

p.34 Esta Corte estima conveniente hacer una explicación de la forma en la que se tiene que 

realizar el test de igualdad en estos casos para poder clarificar las diferencias que existen 

entre un escrutinio ordinario y el que debe aplicarse a las distinciones legislativas que se 

apoyan en una categoría sospechosa.  
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 En primer lugar, debe examinarse si la distinción basada en la categoría sospechosa 

cumple con una finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional. Así, al elevarse 

la intensidad del escrutinio debe exigirse que la finalidad tenga un apoyo constitucional 

claro: debe perseguir un objetivo constitucionalmente importante. En el ámbito doctrinal 

se ha señalado que una forma de entender en la tradición continental este concepto 

podría ser que la medida debe perseguir la satisfacción o protección de un mandato de 

rango constitucional. 

p.35 En segundo lugar, debe analizarse si la distinción legislativa está estrechamente 

vinculada con la finalidad constitucionalmente imperiosa. Esto es, la medida legislativa 

debe estar directamente conectada con la consecución de los objetivos constitucionales 

antes señalados.  

 Finalmente, la distinción legislativa debe ser la medida menos restrictiva posible para 

conseguir efectivamente la finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional. 

 C. Escrutinio estricto de la medida impugnada 

p.35-36 Lo primero que debe determinarse es si la distinción realizada en la norma impugnada 

persigue una finalidad constitucionalmente imperiosa. De una interpretación integral del 

informe justificado rendido en el juicio de amparo por el representante del Poder 

Legislativo y de los recursos de revisión interpuestos por las autoridades que participaron 

en el proceso legislativo, puede desprenderse que la medida examinada tiene como 

finalidad la protección de la familia. 

p.36 Por ello, la distinción impugnada persigue una finalidad imperiosa, en la medida en la que 

el artículo 4º constitucional impone al legislador la obligación de proteger “la organización 

y el desarrollo de la familia”. La protección de la familia no sólo es una finalidad legítima 

para el legislador, sino una finalidad constitucionalmente ordenada. En consecuencia, 

debe entenderse que la medida enjuiciada satisface la primera grada de un escrutinio 

estricto de la igualdad de la medida. 

 Ahora bien, para poder determinar si la distinción está directamente conectada con la 

finalidad imperiosa identificada deben precisarse dos cosas: (i) quiénes están 
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comprendidos y quiénes están excluidos en la categoría utilizada; y (ii) cuál es el 

contenido preciso del mandato constitucional de protección a la familia. 

 Por un lado, la definición de matrimonio contemplada en la norma impugnada incluye 

únicamente a las parejas heterosexuales que tienen la intención de procrear. 

p.36-37 Por otra parte, el Pleno de esta Corte en la Acción de Inconstitucionalidad 2/2010 

estableció que si bien el artículo 4º constitucional ordena la protección de la familia, este 

precepto no alude a un “modelo de familia ideal” que tenga como presupuesto al 

matrimonio heterosexual y cuya finalidad sea la procreación. La Constitución tutela a la 

familia entendida como realidad social. Lo que significa que esa protección debe cubrir 

todas sus formas y manifestaciones existentes en la sociedad. 

p.37 De acuerdo con lo anterior, esta Corte estima que la distinción que realiza la norma 

impugnada con apoyo en la categoría sospechosa de las preferencias sexuales no está 

directamente conectada con el mandato constitucional de protección de la familia 

interpretado en los términos antes expuestos. 

 Por un lado, la distinción resulta claramente sobreinclusiva porque quedan comprendidas 

en la definición de matrimonio las parejas heterosexuales que no acceden al matrimonio 

con la finalidad de procrear. 

p.39 En este sentido, en el precedente citado anteriormente, esta Corte determinó que la 

institución matrimonial se sostiene primordialmente en los lazos afectivos, sexuales, de 

identidad, solidaridad y de compromiso mutuos de quienes desean tener una vida en 

común. 

 Por otro lado, la medida examinada es subinclusiva porque excluye injustificadamente del 

acceso al matrimonio a las parejas homosexuales que están situadas en condiciones 

similares a las parejas que sí están comprendidas en la definición. La distinción es 

discriminatoria porque las preferencias sexuales no constituyen un aspecto relevante 

para hacer la distinción en relación con el fin constitucionalmente imperioso. 

 En este orden de ideas, la medida es claramente discriminatoria porque las relaciones 

que entablan las parejas homosexuales pueden adecuarse perfectamente a los 
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fundamentos actuales de la institución matrimonial y más ampliamente a los de la familia. 

Para todos los efectos relevantes, las parejas homosexuales se encuentran en una 

situación equivalente a las parejas heterosexuales, de tal manera que es totalmente 

injustificada su exclusión del matrimonio. 

p.40-41 Ahora bien, si la distinción no está directamente conectada con la finalidad imperiosa que 

puede tener el matrimonio desde el punto de vista constitucional, esta Corte no puede 

considerar constitucional dicha medida porque se estaría avalando una decisión basada 

en prejuicios que históricamente han existido en contra de los homosexuales. La ausencia 

de los beneficios que el derecho asigna a la institución matrimonial es una consecuencia 

directa de la prolongada discriminación que ha existido hacia las parejas homosexuales 

por razón de su preferencia sexual. 

p.41-42 El derecho a casarse no sólo comporta el derecho a tener acceso a los beneficios 

expresivos asociados al matrimonio, sino también el derecho a los beneficios materiales 

que las leyes adscriben a la institución. En este sentido, acceder al matrimonio comporta 

en realidad “un derecho a otros derechos”. Los derechos que otorga el matrimonio civil 

aumentan considerablemente la calidad de vida de las personas. En el orden jurídico 

mexicano existen una gran cantidad de beneficios económicos y no económicos 

asociados al matrimonio. Entre éstos destacan los siguientes: (1) beneficios fiscales; (2) 

beneficios de solidaridad; (3) beneficios por causa de muerte de uno de los cónyuges; (4) 

beneficios de propiedad; (5) beneficios en la toma subrogada de decisiones médicas; y 

(6) beneficios migratorios para los cónyuges extranjeros. Algunos ejemplos pueden servir 

para mostrar cómo la privación de estos beneficios afecta la calidad de vida de las parejas 

homosexuales. 

p.42 Dentro de los beneficios fiscales previstos en la Ley del Impuesto sobre la Renta, por 

ejemplo, se encuentran los siguientes: (i) la exención en el pago del impuesto sobre la 

renta cuando el ingreso derive de una donación realizada por uno de los cónyuges o de 

los retiros efectuados de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez para 

los “gastos del matrimonio” y (ii) las deducciones personales por concepto de pago de 

honorarios médicos, dentales y gastos hospitalarios efectuados por uno de los cónyuges 

para el otro, y las primas por seguros de gastos médicos complementarios o 
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independientes de los servicios de salud proporcionados por instituciones públicas de 

seguridad social cuando el beneficiario sea el cónyuge. 

p.42-43 En cuanto a los beneficios derivados de los deberes de solidaridad en el matrimonio, la 

Ley del Seguro Social (LSS) considera al cónyuge del asegurado o pensionado como su 

“beneficiario” para efectos de dicha ley, lo que significa que el cónyuge se convierte en el 

acreedor de todas las prestaciones que le corresponden al asegurado o pensionado, 

mismas que son inembargables salvo que existan obligaciones alimenticias. A manera 

ejemplificativa, existen “asignaciones familiares” que consisten en una ayuda por 

concepto de carga familiar que se concede a los beneficiarios del pensionado por 

invalidez y en donde los cónyuges o concubinos reciben el porcentaje más alto de la 

cuantía de la pensión. Y desde luego, el cónyuge de un asegurado tiene derecho a recibir 

la asistencia médica, de maternidad, quirúrgica, farmacéutica y hospitalaria garantizada 

por la seguridad social. 

p.43 En el mismo sentido, en materia de alimentos el CCO contempla, por ejemplo, un derecho 

preferente sobre los sueldos, ingresos y bienes del cónyuge que tiene a su cargo el sostén 

económico de la familia. En conexión con este derecho, la Ley Federal del Trabajo (LFT) 

establece la prohibición de realizar descuentos en los salarios de los trabajadores, salvo 

en los casos en los que los mismos sean para el pago de pensiones alimenticias “a favor 

de la esposa”. 

 En cuanto a los beneficios por causa de muerte de uno de los cónyuges, el Código Civil 

de Oaxaca establece que el cónyuge supérstite tiene derecho a heredar en la sucesión 

intestamentaria. En caso de que se haya conformado la sociedad conyugal y muera uno 

de los cónyuges, el Código Civil también establece que el que sobrevive mantiene la 

posesión y administración del fondo social, mientras no se verifique la repartición. 

p.43-44 Por su parte, la LFT establece que tendrán derecho a recibir indemnización en los casos 

de muerte por riesgo de trabajo la viuda o el viudo que hubiese dependido 

económicamente de la trabajadora y que tenga una incapacidad de cincuenta por ciento 

o más. En la misma línea, la LSS contempla una gran cantidad de beneficios que se le 
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otorgan al cónyuge de una persona asegurada o pensionada cuando ocurre la muerte de 

ésta. 

p.44 Entre los derechos de propiedad derivados del régimen de sociedad conyugal que 

establece el CCO se encuentran los siguientes: (i) cesación de los efectos de la sociedad 

conyugal para el cónyuge que abandonó por más de seis meses el domicilio conyugal de 

forma injustificada desde el primer día del abandono; (ii) el derecho a que una vez disuelto 

el matrimonio se realice el inventario, partición y adjudicación de los bienes; y (iii) el 

derecho a que toda cesión de una parte de los bienes propios de cada cónyuge al otro se 

considere como donación, sin gravámenes económicos para el que recibió el bien. 

p.44-45 En cuanto a la toma subrogada de decisiones médicas, el CCO establece que los 

cónyuges tendrán el cargo de tutor ante la incapacidad de uno de ellos, ejerciendo con 

ello todos los derechos y obligaciones que la figura de la tutela confiere al mismo. De 

igual manera, el Reglamento de la Ley General de Salud (LGS) en Materia de Prestación 

de Servicios Médicos confiere derechos al cónyuge, en su calidad de familiar o tutor del 

otro cónyuge, para la toma de varias decisiones médicas. En este sentido, se requiere de 

su autorización escrita en casos de urgencia o cuando su cónyuge se encuentre en un 

estado de incapacidad transitoria o permanente, para practicarle cualquier procedimiento 

diagnóstico o terapéutico que se requiera, así como para los procedimientos médico 

quirúrgicos necesarios de acuerdo al padecimiento de que se trate. En el mismo sentido, 

como tutor de su otro cónyuge, podrá tomar la decisión de internarlo en un hospital ante 

su incapacidad transitoria o permanente. 

p.45 En cuanto a las decisiones médicas post mortem, la LGS establece que, en un orden de 

prelación en el que se le da prioridad al cónyuge, éste deberá dar su consentimiento para 

que se tomen las siguientes decisiones: (i) si el cuerpo de su cónyuge o sus componentes 

son donados en caso de muerte, salvo que el fallecido haya manifestado su negativa; (ii) 

prescindir de los medios artificiales cuando se compruebe la muerte encefálica del otro 

cónyuge; (iii) prestar el consentimiento para la práctica de necropsias en el cadáver de 

su pareja; y (iv) si las instituciones educativas pueden utilizar el cadáver del cónyuge 

fallecido. 
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 En cuanto a los beneficios migratorios, de acuerdo con la Ley de Migración, los cónyuges 

extranjeros pueden acceder a distintos estatus migratorios por el hecho de estar casado 

con un mexicano. El acceso a la nacionalidad también es un beneficio que otorga la Ley 

de Nacionalidad al cónyuge extranjero de un mexicano que haya residido y vivido de 

consuno en el domicilio conyugal establecido en territorio nacional, durante los dos años 

inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud. 

p.45-46 Como puede observarse, el matrimonio otorga a los cónyuges una gran cantidad de 

derechos. En este sentido, negar a las parejas homosexuales los beneficios tangibles e 

intangibles que son accesibles a las personas heterosexuales a través del matrimonio 

implica tratar a los homosexuales como si fueran “ciudadanos de segunda clase”. No 

existe ninguna justificación racional para darle a los homosexuales todos los derechos 

fundamentales que les corresponden como individuos y, al mismo tiempo, otorgarles un 

conjunto incompleto de derechos cuando se conducen siguiendo su orientación sexual y 

se vinculan en relaciones estables de pareja. 

p.46 Así, la exclusión de las parejas homosexuales del régimen matrimonial se traduce en una 

doble discriminación: no sólo se priva a las parejas homosexuales de los beneficios 

expresivos del matrimonio, sino también se les excluye de los beneficios materiales. Por 

lo demás, esta exclusión no sólo afecta a las parejas homosexuales, sino también a los 

hijos de esas personas que hacen vida familiar con la pareja. 

p.47 En este caso concreto, la manera más efectiva de reparar la discriminación normativa 

consiste, por un lado, en declarar la inconstitucionalidad de la porción normativa que hace 

referencia a que la finalidad del matrimonio es “perpetuar la especie” y, por otro lado, 

realizar una interpretación conforme de la expresión “un solo hombre y una sola mujer” 

para entender que ese acuerdo de voluntades se celebra entre “dos personas”, de tal 

manera que con dicha interpretación se evita la declaratoria de inconstitucionalidad de 

esta porción normativa. 

 Por otro lado, el Poder Legislativo argumentó que no había necesidad de “desfigurar” la 

institución de matrimonio, toda vez que existe la posibilidad de que el legislador conciba 

“nuevas figuras jurídicas” acordes a la realidad de las parejas homosexuales. De acuerdo 
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con esta Corte, un planteamiento como ése resulta totalmente inaceptable en un Estado 

constitucional de derecho que aspira a tratar con igual consideración y respeto a todos 

sus ciudadanos. 

p.48 Si se niega el acceso al matrimonio, la existencia de un régimen jurídico diferenciado al 

cual puedan optar las parejas homosexuales en lugar de casarse, incluso si la figura en 

cuestión tuviera los mismos derechos que el matrimonio, evoca a las medidas avaladas 

por la conocida doctrina de “separados pero iguales” surgida en Estados Unidos en el 

contexto de la discriminación racial de finales del siglo XIX. 

p.48-49 Los modelos para el reconocimiento de las parejas del mismo sexo, sin importar que su 

única diferencia con el matrimonio sea la denominación que se da a ambos tipos de 

instituciones, son inherentemente discriminatorios porque constituyen un régimen de 

“separados pero iguales”. Así como la segregación racial se fundamentó en la inaceptable 

idea de la supremacía blanca, la exclusión de las parejas homosexuales del matrimonio 

también está basada en los prejuicios que históricamente han existido en contra de los 

homosexuales. La exclusión de éstos de la institución matrimonial perpetúa la noción de 

que las parejas del mismo sexo son menos merecedoras de reconocimiento que las 

heterosexuales, ofendiendo con ello su dignidad como personas. 

p.49 En este orden de ideas, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Atala 

Riffo y niñas v. Chile también ha señalado que “los Estados deben abstenerse de realizar 

acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear 

situaciones de discriminación de jure o de facto”, además de estar obligados a “adoptar 

medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus 

sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. 

p.50 Finalmente, esta Corte señala que la libertad de configuración que poseen los Congresos 

estatales para regular el estado civil de las personas se encuentra limitada por los 

mandatos constitucionales. En este sentido, los derechos fundamentales condicionan 

materialmente dicha regulación. 

 RESOLUCIÓN 
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p.54 Se ampara y protege a la pareja en contra del artículo 143 del CCO, del que se declara 

la inconstitucionalidad de la porción normativa que hace referencia a que la finalidad del 

matrimonio es “perpetuar la especie” y se ordena realizar la interpretación conforme de la 

expresión “un solo hombre y una sola mujer”, para entender que ese acuerdo de 

voluntades se celebra entre “dos personas”. 

 


